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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]SECOP II – Plataforma Transaccional – publicidad
[…] el SECOP II es una plataforma transaccional, que permite gestionar en línea todos los procedimientos de contratación, con cuentas y usuarios asociados a estas, para las entidades y los proveedores, y vista pública para cualquier interesado en hacer seguimiento a la contratación pública. Desde sus cuentas, las entidades crean, evalúan y adjudican procedimientos de contratación, y gestionan la fase de ejecución del contrato. Los proveedores pueden hacer comentarios a los documentos del procedimiento, presentar ofertas y seguir el procedimiento de selección en línea.
En este sentido, en el SECOP II el procedimiento contractual se desarrolla en línea y dentro de la plataforma, conformándose un expediente electrónico, lo cual denota una diferencia con el SECOP I, donde el procedimiento es físico, esto es, con documentos escritos que se publican para cumplir las obligaciones de las entidades antes señaladas. Al existir esa diferencia entre las dos versiones del SECOP, no es posible realizar en SECOP II actuaciones por escrito que son propias del SECOP I, sino que los documentos y actuaciones son electrónicas.
Debido a que la plataforma es totalmente transaccional, el trámite se realiza en línea y la publicidad de las actuaciones es concomitante, según transcurran cada una de las etapas del procedimiento, lo que descarta la necesidad de cargar documentación alguna, salvo algunas excepciones. Además, de acuerdo con lo prescrito en el artículo 14 de la Ley 527 de 1999, en la formación del contrato, salvo acuerdo expreso entre las partes, la oferta y su aceptación podrán expresarse por medio de un mensaje de datos, lo que implica que no se negará validez o fuerza obligatoria a un contrato por la sola razón de haberse utilizado en su formación uno o más mensajes de datos. 
SECOP II – Modificaciones – validez
La naturaleza transaccional de la segunda versión de la plataforma implica que determinadas actuaciones de la actividad contractual se realizan directamente en línea, dentro de la plataforma, de manera que esta no constituye simplemente un repositorio en el cual posteriormente se cargan documentos producidos por fuera de ella. En este sentido, desde esta Agencia, se ha señalado que el SECOP II permite gestionar electrónicamente diferentes actuaciones contractuales y que, tratándose de las funcionalidades habilitadas en la plataforma, las entidades deben utilizar los mecanismos dispuestos para su trámite.
Esta característica resulta especialmente relevante respecto de las modificaciones contractuales. SECOP II cuenta con una funcionalidad específica para la modificación del contrato, a través de la cual la entidad puede gestionar las modificaciones que correspondan, incluyendo aquellas que requieran la aceptación del contratista. El procedimiento previsto en la plataforma permite crear la modificación, enviarla para aprobación cuando sea necesario, aplicarla y dejar el respectivo registro dentro del expediente electrónico.
Por consiguiente, cuando la actuación que pretende realizarse corresponde a una modificación contractual para la cual SECOP II cuenta con una funcionalidad específica, la entidad debe adelantarla mediante dicha plataforma. En estos casos, la suscripción física de un documento por fuera del sistema no sustituye el trámite transaccional previsto por SECOP II. La utilización de un documento físico no puede emplearse, entonces, como mecanismo para eludir el procedimiento electrónico que la plataforma ha establecido para una determinada actuación.
Lo anterior, sin embargo, no significa que todos los documentos que hacen parte de la actividad contractual deban ser necesariamente generados dentro de SECOP II.
En reiteradas oportunidades como Ente rector de la contratación estatal hemos precisado que el carácter transaccional de SECOP II no impide que determinados documentos puedan ser creados originalmente por fuera de la plataforma, en medio físico o digital, para posteriormente ser incorporados al expediente electrónico. En efecto, el expediente contractual puede contener tanto documentos generados directamente en la plataforma como documentos producidos por otros medios que, posteriormente, son incorporados al expediente para efectos de su conservación, trazabilidad y publicidad.
En este punto resulta necesario distinguir entre el medio mediante el cual se produce un documento y el mecanismo mediante el cual debe tramitarse una actuación contractual. Que un documento pueda ser elaborado físicamente no significa que la entidad pueda adelantar por fuera de SECOP II una actuación que la plataforma está diseñada para tramitar de manera transaccional.
Así, por ejemplo, puede existir un documento que, por su naturaleza, requiera ser elaborado o formalizado por fuera de la plataforma y que posteriormente deba incorporarse al expediente electrónico. En estos casos, la utilización del medio físico no constituye, por sí misma, una causal de invalidez. Lo relevante será que el documento cumpla los requisitos jurídicos que le sean exigibles y que, posteriormente, sea incorporado al expediente contractual en SECOP II, atendiendo las reglas de publicidad correspondientes.
DEBER DE PUBLICIDAD – SECOP II
El principio de publicidad impone a las autoridades administrativas el deber de dar a conocer sus actos, contratos y decisiones, para que se divulguen y eventualmente se controlen. En sintonía con este postulado, en la contratación estatal el literal c) del artículo 3 de la Ley 1150 de 2007 establece el Sistema Electrónico para la Contratación Pública, en adelante SECOP, como un mecanismo que “contará con la información oficial de la contratación realizada con dineros públicos, para lo cual establecerá los patrones a que haya lugar y se encargará de su difusión a través de canales electrónicos”.
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	Respuesta a consultas con radicado No. 1_2026_09_25_012943 acumulada con el radicado No. 1_2026_09_25_012951  


Estimado señor Valenzuela, cordial saludo:
[bookmark: _Hlk95313578]En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en el artículo 4 de la Resolución 1707 de 2018 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente responde su solicitud de concepto del 25 de septiembre de 2026, en las que manifiesta lo siguiente: 

“(…)

Con fundamento en lo anterior, me permito elevar las siguientes preguntas puntuales para que sean absueltas de fondo por la ANCP - Colombia Compra Eficiente: 

PRIMERA: Teniendo en cuenta que la normativa permite la publicación de documentos dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a su expedición, ¿es jurídicamente viable y conforme a la reglamentación de SECOP II publicar o reflejar una modificación contractual (Otrosí) en la plataforma después de la fecha de terminación del plazo de ejecución del contrato, siempre y cuando el documento físico del Otrosí haya sido firmado de forma manuscrita con una fecha anterior al vencimiento del plazo contractual? 
SEGUNDA: Al ser SECOP II una plataforma de naturaleza estrictamente transaccional, ¿hasta qué punto o en qué escenarios excepcionales la Entidad Estatal puede respaldar las modificaciones contractuales mediante documentos con firma física (manuscrita) en lugar de exigir la firma electrónica nativa del sistema o la aplicación de la aprobación con reconocimiento del proveedor? 
TERCERA: Considerando que las modificaciones contractuales en SECOP II pueden estructurarse directamente en la plataforma (con o sin el uso de la opción de reconocimiento del proveedor), ¿se entiende que una modificación creada y aprobada dentro del flujo de la plataforma adquiere por sí misma la categoría de documento generado electrónicamente, quedando excluida de la regla de los tres (3) días hábiles de publicación posterior por ser de ejecución inmediata dentro del sistema? 
CUARTA: ¿Existe la obligación legal absoluta para las Entidades Estatales de tramitar las modificaciones contractuales únicamente de forma transaccional dentro de SECOP II, o conserva la entidad la facultad de suscribirlas físicamente y cargarlas como anexos? En este último evento, ¿en qué medida este procedimiento puede configurar un incumplimiento normativo susceptible de generar un hallazgo administrativo, disciplinario o fiscal por parte de los órganos de control? 
QUINTA: ¿Qué documentos se entienden como generados electrónicamente? ¿Qué documentos se entienden como no generados electrónicamente?
(…)”.

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en las preguntas de la petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta. 
1. Problema planteado:
De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá el siguiente problema jurídico: ¿Cuenta con validez una modificación a un contrato estatal gestionado a través de SECOP II cuando esta es suscrita físicamente por las partes y no es tramitada mediante la plataforma?
2. Respuesta:
	[bookmark: _Hlk171694685]Respecto a su consulta, debe señalarse que el artículo 3 de la Ley 1150 de 2007 establece el marco para la utilización de medios electrónicos en la contratación estatal y dispone que el Gobierno Nacional desarrollará el Sistema Electrónico para la Contratación Pública –SECOP– como instrumento para apoyar la contratación pública y permitir la realización de las actuaciones correspondientes por medios electrónicos. En desarrollo de este marco, el SECOP II fue concebido como una plataforma transaccional, a diferencia del SECOP I, que opera esencialmente como un sistema de publicidad. En este sentido, el SECOP II es una plataforma transaccional que permite gestionar en línea todos los procedimientos de contratación, con cuentas y usuarios asociados, tanto para las entidades como para los proveedores, y ofrece una vista pública para cualquier interesado que desee hacer seguimiento a la contratación pública.
La naturaleza transaccional de la segunda versión de la plataforma implica que determinadas actuaciones de la actividad contractual se realizan directamente en línea, dentro de la plataforma, de manera que esta no constituye simplemente un repositorio en el cual posteriormente se cargan documentos producidos por fuera de ella. En este sentido, desde esta Agencia, se ha señalado que el SECOP II permite gestionar electrónicamente diferentes actuaciones contractuales y que, tratándose de las funcionalidades habilitadas en la plataforma, las entidades deben utilizar los mecanismos dispuestos para su trámite.
Esta característica resulta especialmente relevante respecto de las modificaciones contractuales. SECOP II cuenta con una funcionalidad específica para la modificación del contrato, a través de la cual la entidad puede gestionar las modificaciones que correspondan, incluyendo aquellas que requieran la aceptación del contratista. El procedimiento previsto en la plataforma permite crear la modificación, enviarla para aprobación cuando sea necesario, aplicarla y dejar el respectivo registro dentro del expediente electrónico.
Por consiguiente, cuando la actuación que pretende realizarse corresponde a una modificación contractual para la cual SECOP II cuenta con una funcionalidad específica, la entidad debe adelantarla mediante dicha plataforma. En estos casos, la suscripción física de un documento por fuera del sistema no sustituye el trámite transaccional previsto por SECOP II. La utilización de un documento físico no puede emplearse, entonces, como mecanismo para eludir el procedimiento electrónico que la plataforma ha establecido para una determinada actuación.
Lo anterior, sin embargo, no significa que todos los documentos que hacen parte de la actividad contractual deban ser necesariamente generados dentro de SECOP II.
En reiteradas oportunidades como Ente rector de la contratación estatal hemos precisado que el carácter transaccional de SECOP II no impide que determinados documentos puedan ser creados originalmente por fuera de la plataforma, en medio físico o digital, para posteriormente ser incorporados al expediente electrónico. En efecto, el expediente contractual puede contener tanto documentos generados directamente en la plataforma como documentos producidos por otros medios que, posteriormente, son incorporados al expediente para efectos de su conservación, trazabilidad y publicidad.
En este punto resulta necesario distinguir entre el medio mediante el cual se produce un documento y el mecanismo mediante el cual debe tramitarse una actuación contractual. Que un documento pueda ser elaborado físicamente no significa que la entidad pueda adelantar por fuera de SECOP II una actuación que la plataforma está diseñada para tramitar de manera transaccional.
Así, por ejemplo, puede existir un documento que, por su naturaleza, requiera ser elaborado o formalizado por fuera de la plataforma y que posteriormente deba incorporarse al expediente electrónico. En estos casos, la utilización del medio físico no constituye, por sí misma, una causal de invalidez. Lo relevante será que el documento cumpla los requisitos jurídicos que le sean exigibles y que, posteriormente, sea incorporado al expediente contractual en SECOP II, atendiendo las reglas de publicidad correspondientes.
Esta consideración adquiere especial importancia frente a documentos que instrumentan acuerdos o decisiones relacionados con la ejecución contractual. En tales eventos, deberá determinarse previamente si lo que se produjo por fuera de la plataforma es simplemente un documento soporte de una actuación o si, por el contrario, constituye la propia actuación contractual que SECOP II permite tramitar directamente.
Si se trata de un documento soporte que puede producirse por fuera de la plataforma, su existencia física no afecta, por sí sola, su validez. Una vez producido, deberá incorporarse al expediente electrónico para garantizar la integridad y trazabilidad de la contratación, dentro de los términos legales.
Por el contrario, si el documento físico pretende sustituir una actuación que SECOP II permite realizar directamente mediante una funcionalidad transaccional —como ocurre con las modificaciones contractuales que pueden gestionarse a través del módulo correspondiente—, la entidad no puede considerar que la sola suscripción física del documento agotó el trámite correspondiente. En tal supuesto, deberá observarse el procedimiento establecido en la plataforma.
Ahora bien, debe diferenciarse igualmente el cumplimiento de las obligaciones de publicidad y utilización del SECOP II de la validez del negocio jurídico contractual. La omisión de una actuación de publicidad o el incumplimiento de una regla relativa al uso de la plataforma no permite afirmar automáticamente que el negocio jurídico celebrado o modificado sea inexistente o inválido.
La validez de una modificación contractual debe analizarse a partir de las normas que regulan el contrato estatal y, en particular, de los requisitos exigibles para su modificación. Entre otros aspectos, deberá verificarse la competencia de quien suscribe la modificación, la existencia del acuerdo de voluntades cuando se trate de una modificación bilateral, el cumplimiento de las formalidades sustanciales que resulten aplicables y la observancia de las demás exigencias legales y contractuales correspondientes.
De manera independiente, deberá verificarse si la entidad cumplió las reglas relativas al trámite y publicidad de la actuación en SECOP II. Cuando la plataforma cuente con una funcionalidad específica para adelantar la actuación, esta deberá utilizarse; cuando se trate de un documento que pueda producirse por fuera de la plataforma, este podrá ser elaborado mediante soporte físico o digital, sin perjuicio de su posterior incorporación al expediente electrónico y del cumplimiento de las obligaciones de publicidad.
En consecuencia, no existe una regla conforme a la cual todo documento físico que modifique un contrato tramitado en SECOP II sea, por ese solo hecho, jurídicamente inválido. La determinación de sus efectos jurídicos exige establecer la naturaleza concreta de la actuación, las funcionalidades disponibles en SECOP II y los requisitos sustanciales y formales aplicables a la modificación contractual.
Por tanto, frente a la pregunta planteada, se concluye que un documento firmado físicamente que modifica un contrato tramitado en SECOP II no pierde su validez jurídica por el solo hecho de no haber sido generado o firmado electrónicamente en la plataforma. No obstante, si la modificación corresponde a una actuación para la cual SECOP II dispone de una funcionalidad transaccional específica, la entidad debe tramitarla mediante dicha funcionalidad, pues el carácter transaccional de la plataforma exige que las actuaciones que esta permite gestionar directamente se adelanten a través de los mecanismos electrónicos establecidos para tal fin.
Por último, frente a los aspectos técnicos planteados en su petición, se informa que estos fueron atendidos por la Subdirección de Información y Desarrollo Tecnológico de esta entidad, en el marco de sus competencias. Por lo tanto, puede consultar el documento anexo, en el que encontrará la respuesta correspondiente, junto con la información adicional relacionada con estos aspectos.[footnoteRef:1] [1:  Para visualizar los anexos se recomienda utilizar un aplicativo de visualización de PDF como Adobe Reader que permite la descarga de los archivos anexos. Si presenta inconvenientes para ver los anexos, en el siguiente enlace podrá ver el instructivo ] 

En suma, el soporte físico del documento no es, por sí mismo, el elemento que determina su validez jurídica. Lo determinante es establecer, de una parte, si la actuación contractual cumplió los requisitos exigidos para su validez y eficacia y, de otra, si la entidad observó las reglas de usabilidad de la plataforma correspondientes a la naturaleza de la actuación realizada. De esta manera, la obligación de utilizar las funcionalidades transaccionales de SECOP II no debe confundirse con una exigencia de que absolutamente todos los documentos contractuales sean originados dentro de la plataforma.
Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual de las entidades públicas debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado la aclaración preliminar del presente oficio. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.



3. Razones de la respuesta:
Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:
Uno de los postulados más importantes de un Estado Social y Democrático de Derecho es el principio de publicidad, pues este permite que las actuaciones de las autoridades gocen de visibilidad. En tal sentido, la filosofía política ha indicado que la democracia “[…] es idealmente el gobierno de un poder visible, es decir, el gobierno cuyos actos se realizan ante el público y bajo la supervisión de la opinión pública”[footnoteRef:2]. El secreto generalizado en el ejercicio del poder político constituye, por el contrario, una negación de la democracia, porque dificulta la supervisión de las autoridades por parte de la sociedad civil y establece una barrera para la participación ciudadana. Inspirada en esta concepción axiológica, en los Estados de derecho se pregona la publicidad de las actuaciones de los poderes públicos.  [2:  BOBBIO, Norberto. Democracia y secreto. México: Fondo de Cultura Económica, 2013. p. 27.] 

Como evidencia de ello, la Constitución Política de 1991 consagra en varios artículos la publicidad como un principio rector del Estado colombiano. Entre los más destacados, puede mencionarse el 209, que afirma que la publicidad es uno de los principios que fundamentan el ejercicio de la función administrativa, y el 74, que consagra la garantía de acceso a los documentos públicos que no gocen de reserva –y esta, además, es excepcional, pues solo procede si existe causal constitucional o legal expresa–. 
El principio de publicidad impone a las autoridades administrativas el deber de dar a conocer sus actos, contratos y decisiones, para que se divulguen y eventualmente se controlen. En sintonía con este postulado, en la contratación estatal el literal c) del artículo 3 de la Ley 1150 de 2007 establece el Sistema Electrónico para la Contratación Pública, en adelante SECOP, como un mecanismo que “contará con la información oficial de la contratación realizada con dineros públicos, para lo cual establecerá los patrones a que haya lugar y se encargará de su difusión a través de canales electrónicos”[footnoteRef:3]. [3:  Ley 1150 de 2007: “Artículo 3. De conformidad con lo dispuesto en la Ley 527 de 1999, la sustanciación de las actuaciones, la expedición de los actos administrativos, los documentos, contratos y en general los actos derivados de la actividad precontractual y contractual, podrán tener lugar por medios electrónicos. Para el trámite, notificación y publicación de tales actos, podrán utilizarse soportes, medios y aplicaciones electrónicas. Los mecanismos e instrumentos por medio de los cuales las entidades cumplirán con las obligaciones de publicidad del proceso contractual serán señalados por el Gobierno Nacional.
Lo anterior, sin perjuicio de las publicaciones previstas en el numeral 3 del artículo 30 de la Ley 80 de 1993.
Con el fin de materializar los objetivos a que se refiere el inciso anterior, el Gobierno Nacional desarrollará el Sistema Electrónico para la Contratación Pública, Secop, el cual: 
[…]
c) Contará con la información oficial de la contratación realizada con dineros públicos, para lo cual establecerá los patrones a que haya lugar y se encargará de su difusión a través de canales electrónico”. 
] 

De otra parte, la Ley 1712 de 2014 –Ley estatutaria que regula la transparencia y el derecho de acceso a la información y a los documentos públicos–, identifica como principios que orientan el derecho de acceso a la información pública, el de máxima publicidad, transparencia en la información y buena fe. El principio de máxima publicidad establece que “toda información en posesión, bajo control o custodia de un sujeto obligado es pública y no podrá ser reservada o limitada sino por disposición constitucional o legal”[footnoteRef:4]. El principio de transparencia en la información alude al deber de los sujetos de proporcionar y facilitar el acceso a la misma en los términos más amplios posibles, y a través de los medios y procedimientos legales. [4:  Ley 1712 de 2014: «Artículo 2. Toda información en posesión, bajo control o custodia de un sujeto obligado es pública y no podrá ser reservada o limitada sino por disposición constitucional o legal, de conformidad con la presente ley”.] 

 La Ley Estatutaria citada establece, en el literal e) del artículo 9, que los sujetos obligados, que son todas las entidades públicas[footnoteRef:5], deben publicar la información relativa a su contratación. Esta obligación fue desarrollada por el Decreto Único Reglamentario 1081 de 2015[footnoteRef:6], el cual dispuso que la publicación de la información contractual de los sujetos obligados, que contratan con cargo a recursos públicos, debe hacerse en el SECOP. [5:  Ley 1712 de 2014: «Artículo 5. Ámbito de aplicación. Las disposiciones de esta ley serán aplicables a las siguientes personas en calidad de sujetos obligados: 
“a) Toda entidad pública, incluyendo las pertenecientes a todas las Ramas del Poder Público, en todos los niveles de la estructura estatal, central o descentralizada por servicios o territorialmente, en los órdenes nacional, departamental, municipal y distrital».]  [6:  “Artículo 2.1.1.2.1.7. Publicación de la información contractual. De conformidad con el literal (c) del artículo 3° de la Ley 1150 de 2007, el sistema de información del Estado en el cual los sujetos obligados que contratan con cargo a recursos públicos deben cumplir la obligación de publicar la información de su gestión contractual es el Sistema Electrónico para la Contratación Pública [SECOP] 
[…].
«Los sujetos obligados que contratan con recursos públicos y recursos privados, deben publicar la información de su gestión contractual con cargo a recursos públicos en el Sistema Electrónico para la Contratación Pública [SECOP]”.] 

Asimismo, de acuerdo con el literal g) del artículo 11 de la Ley 1712 de 2014, todos los destinatarios de la Ley Estatutaria de Transparencia y Acceso a la Información Pública deben garantizar la publicidad de “sus procedimientos, lineamientos, políticas en materia de adquisiciones y compras, así como todos los datos de adjudicación y ejecución de contratos, incluidos concursos y licitaciones”, y esta información también debe estar en el SECOP. 
El derecho de acceso a la información pública o de interés público permite a toda persona, sin necesidad de acreditar calidad, interés o condición particular, conocer la existencia de información pública, acceder a la misma y difundirla o publicarla, según su interés[footnoteRef:7]. En ese contexto, las Entidades Estatales, conforme al artículo 2.2.1.1.1.7.1 del Decreto 1082 de 2015, tienen la obligación de publicar en el SECOP “[…] los Documentos del Proceso y los actos administrativos del Proceso de Contratación, dentro de los tres (3) días siguientes a su expedición […]” (Énfasis fuera del texto original). [7:  Corte Constitucional. Sentencia C‒274 de 9 de mayo de 2013. M.P. María Victoria Calle Correa. 
] 

La expresión Documentos del Proceso está definida en el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015, donde se establece que: “son: (a) los estudios y documentos previos; (b) el aviso de convocatoria; (c) los pliegos de condiciones o la invitación; (d) las adendas; (e) la oferta; (f) el informe de evaluación; (g) el contrato; y cualquier otro documento expedido por la Entidad Estatal durante el Proceso de Contratación”. (Énfasis fuera de texto).
Sin embargo, para identificar los documentos que deben publicarse, es necesario realizar una interpretación sistemática de las disposiciones del Decreto 1082 del 2015, comoquiera que el anterior no es un listado taxativo, sino enunciativo, porque además de los documentos enlistados, el artículo 2.2.1.1.1.3.1 Ibidem recoge en la noción de Documentos del Proceso “cualquier otro documento expedido por la Entidad Estatal durante el Proceso de Contratación”. 
Este mismo artículo define la expresión Proceso de Contratación como el “Conjunto de actos y actividades, y su secuencia, adelantadas por la Entidad Estatal desde la planeación hasta el vencimiento de las garantías de calidad, estabilidad y mantenimiento, o las condiciones de disposición final o recuperación ambiental de las obras o bienes o el vencimiento del plazo, lo que ocurra más tarde”. Nótese que la norma se refiere a los documentos “expedidos por la entidad estatal” durante el Proceso de Contratación, excluyendo de la noción de Documentos del Proceso los expedidos por un sujeto distinto a la entidad, salvo la oferta, la cual se incluye expresamente en el referido artículo 2.2.1.1.1.3.
En ese sentido, la interpretación sistemática de los preceptos del Decreto 1082 de 2015, de acuerdo con el principio de publicidad, inicialmente, indica que las Entidades Estatales tienen la obligación de publicar todos los documentos que expidan con ocasión del Proceso de Contratación, es decir, que todos los documentos expedidos por la entidad durante las etapas precontractual, de ejecución y postcontractual deberán publicarse en SECOP dentro de los tres (3) días siguientes a su expedición, para cumplir el deber de publicidad regulado por el artículo 2.2.1.1.1.7.1. del Decreto 1082 de 2015.
Ahora bien, el SECOP II es una plataforma transaccional, que permite gestionar en línea todos los procedimientos de contratación, con cuentas y usuarios asociados a estas, para las entidades y los proveedores, y vista pública para cualquier interesado en hacer seguimiento a la contratación pública. Desde sus cuentas, las entidades crean, evalúan y adjudican procedimientos de contratación, y gestionan la fase de ejecución del contrato. Los proveedores pueden hacer comentarios a los documentos del procedimiento, presentar ofertas y seguir el procedimiento de selección en línea.
En este sentido, en el SECOP II el procedimiento contractual se desarrolla en línea y dentro de la plataforma, conformándose un expediente electrónico, lo cual denota una diferencia con el SECOP I, donde el procedimiento es físico, esto es, con documentos escritos que se publican para cumplir las obligaciones de las entidades antes señaladas. Al existir esa diferencia entre las dos versiones del SECOP, no es posible realizar en SECOP II actuaciones por escrito que son propias del SECOP I, sino que los documentos y actuaciones son electrónicas.
Debido a que la plataforma es totalmente transaccional, el trámite se realiza en línea y la publicidad de las actuaciones es concomitante, según transcurran cada una de las etapas del procedimiento, lo que descarta la necesidad de cargar documentación alguna, salvo algunas excepciones. Además, de acuerdo con lo prescrito en el artículo 14 de la Ley 527 de 1999, en la formación del contrato, salvo acuerdo expreso entre las partes, la oferta y su aceptación podrán expresarse por medio de un mensaje de datos, lo que implica que no se negará validez o fuerza obligatoria a un contrato por la sola razón de haberse utilizado en su formación uno o más mensajes de datos. 
Igualmente, el artículo 22 ibídem dispone que los contratos electrónicos compuestos por mensajes de datos tienen los efectos jurídicos según las normas aplicables al negocio jurídico contenido en dichos mensajes, esto es, las normas que regulan el sistema de contratación pública. 
En este sentido, la implementación del SECOP II como plataforma transaccional para la actividad contractual del Estado, permite que los contratos que se publiquen sean firmados electrónicamente. De este modo, el proceso mediante el cual se efectúa la modificación del contrato y su consecuente aprobación o rechazo es realizado a través del SECOP II. 
El documento “Procesos de Contratación: Gestión Contractual en el SECOP II” expedido por esta entidad, detalla los pasos para aprobación de las modificaciones del contrato en el SECOP II. Específicamente, el literal III establece el procedimiento a seguir para aprobar o rechazar la modificación, según el cual una vez la entidad estatal reciba dicha modificación aprobada por el proveedor debe publicarla y a “partir de este momento el contrato queda para conocimiento del público en general, su estado cambia a “en ejecución” nuevamente.
Así las cosas, cuando el proceso de contratación se adelanta por el SECOP II la aprobación del contrato para su perfeccionamiento y posterior ejecución, así como los modificatorios a los que haya lugar, deberá efectuarse en dicha plataforma, sin perjuicio de que, precisado el carácter transaccional de SECOP II, no impide que determinados documentos puedan ser creados originalmente por fuera de la plataforma, en medio físico o digital, para posteriormente ser incorporados al expediente electrónico. En efecto, el expediente contractual puede contener tanto documentos generados directamente en la plataforma como documentos producidos por otros medios que, posteriormente, son incorporados al expediente para efectos de su conservación, trazabilidad y publicidad.
Ahora bien, en relación a las modificaciones a contratos estatales, sea lo primero resaltar que el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública – en adelante EGCAP –, contenido en las Leyes 80 de 1993 y 1150 de 2007, así como en las normas que las modifican y reglamentan, no consagra una regulación expresa sobre la posibilidad de modificar los contratos celebrados por las entidades estatales. Lo anterior, teniendo en cuenta que los contratos, en principio, deben ejecutarse en las condiciones inicialmente pactadas que fueron convenidas luego de surtir todos los procedimientos previstos para la selección del contratista. 
[bookmark: _Hlk193296637]	Sin embargo, las modificaciones contractuales son permitidas con diferentes límites legales[footnoteRef:8] y jurisprudenciales. En el marco de estos últimos, en el concepto 2263 del 17 de marzo del 2016, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado precisó que la regla general es la no modificación del contrato, y la vía excepcional su modificación, sometida a límites legales; límites que, en los términos definidos en el referido concepto, corresponden a los siguientes: [8:  Ley 80 de 1993, Artículo 40, parágrafo: “´[…] Los contratos no podrán adicionarse en más del cincuenta por ciento (50%) de su valor inicial, expresado éste en salarios mínimos legales mensuales.”] 


“1. La necesidad de preservar los principios de igualdad, transparencia y libertad de concurrencia, durante la fase de ejecución del contrato. 

Este límite encuentra sustento en el hecho de que, para celebrar contratos estatales las entidades públicas eligen, dentro de un “régimen de concurrencia y de igualdad, las mejores condiciones de costo, calidad e idoneidad de la prestación requerida”, lo que supone que la selección objetiva de la oferta más favorable, se dirige a salvaguardar el interés público y, por lo tanto, celebrado el contrato en esas condiciones,  su eventual modificación debe asegurar que lo adjudicado, y posteriormente alterado, consulte la mejor opción para el servicio público.

Así, según lo expuesto en el concepto en cuestión “la aplicación de los principios de transparencia, de libertad de concurrencia y de igualdad, consagrados en el Estatuto Contractual, y las reglas sustanciales del pliego de condiciones, que permitieron elegir la mejor oferta, previo cumplimiento de los requisitos habilitantes y de ponderación, deben ser de estricta observancia por la Administración y por el contratista, y sus efectos trascienden y se aplican durante la ejecución del contrato y en su liquidación, como garantía de inalterabilidad de lo pactado y de acatamiento a la legalidad de las reglas aplicadas en la actuación previa.

2.Límites de orden temporal, entre los que están comprendidos: i) la vigencia del contrato, pues no podría modificarse un contrato cuyo plazo ha culminado y ii) la prohibición de consagrar prórrogas automáticas, sucesivas o indefinidas, en tanto resultan contrarias al derecho esencial de la libertad de competencia.

3. Límites de orden formal, que comprenden: i) La solemnidad del contrato de modificación, derivada del carácter solemne del contrato estatal, que exige que la modificación de los contratos conste por escrito[footnoteRef:9]; ii) la motivación y justificación de la modificación, la cual constituye un elemento esencial que permite determinar la juridicidad y la necesidad de una modificación determinada; así como su racionalidad y la proporcionalidad de su contenido. [9:  Los acuerdos de voluntades que no cumplan con esta formalidad se consideran inexistentes, por lo tanto, tal como lo ha planteado el Consejo de Estado en el Concepto 2263 del 17 de marzo del 2017,  “las eventuales reclamaciones contractuales que pueda presentar un particular sobre prestaciones realizadas, sin la previa modificación del mismo, están llamadas al fracaso, pues la Administración no puede reconocer situaciones de hecho u obligaciones dinerarias con cargo a un contrato que estipula obligaciones distintas”.
] 


4. Límites de orden material, que corresponden a: i) la prohibición de modificar las condiciones sustanciales del contrato, que se presentará en los casos en que se incluyan elementos que, “habiendo figurado en el procedimiento inicial, hubiera permitido la participación de otros interesados aparte de los inicialmente admitidos, o seleccionar una oferta distinta de la inicialmente seleccionada”.

Conforme lo expuesto, han sido los aportes de la jurisprudencia, de la función consultiva del Consejo de Estado, y de la doctrina comparada, los que han permitido estructurar los límites y requisitos de orden temporal, formal, material y axiológico para la modificación de un contrato estatal. Estos límites deben ser respetados por la entidad contratante a preservar los principios de origen legal como es el principio de planeación, de selección objetiva de libertad de concurrencia, de transparencia, de igualdad, entre otros[footnoteRef:10].  [10: 
 CONSEJO DE ESTADO. Sala de Consulta y Servicio Civil. C.P.: Óscar Daría Amaya Navas. Concepto del 06 de junio 2018. Radicación número: 2369.
] 

Así, los contratos estatales pueden modificarse en cumplimiento de los requisitos y los límites legales y jurisprudenciales, siempre atendiendo a los principios que rigen la actuación administrativa y la contratación estatal. No obstante, esta medida tiene carácter excepcional y solo procede cuando con ella se pretenda garantizar el interés público, cuando la entidad haya verificado y así pueda constatarse por cualquier que la causa de la modificación es real y cierta y cuando se deriva de previsiones legales, esto es, cuando la modificación encuentra sustento no solo en circunstancias fácticas propias de la ejecución del contrato, sino, además, cuando tales situaciones ponen de presente la necesidad de dar cumplimiento a previsiones establecidas por el legislador
Sin perjuicio de lo anterior, se precisa que los conceptos emitidos por esta Subdirección en el marco de la función consultiva representan una posición hermenéutica respecto a las disposiciones normativas del Sistema de Compras Públicas, que no tienen efectos vinculantes en relación con una situación jurídica particular y concreta, y exponen un criterio que, aunque jurídicamente fundamentado, no representan la única interpretación válida del ordenamiento jurídico. De este modo, las autoridades que ejercen funciones consultivas pueden expresar su interpretación de un precepto normativo, que no excluye otras interpretaciones posibles, pues el derecho, como sistema normativo, es un lenguaje que, en ocasiones, se tiñe de vaguedad, en virtud de la utilización de conceptos jurídicos indeterminados. 
En ese sentido, al tratarse de un análisis que debe realizarse en un procedimiento contractual específico, esta Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del Sistema de Compras y Contratación Pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, validar sus actuaciones.
4. Referencias normativas:
	· Constitución Política de Colombia de 1991, artículos 74 y 209.
· Ley 80 de 1993, artículos 25, 32 y 40.
· Ley 1150 de 2007, artículos 2 y 3, literal c).
· Ley 1712 de 2014, artículos 2, 5, 9, literal e), 10 y 11, literal g).
· Decreto 1082 de 2015, artículo pendiente de precisar.
· Decreto 1081 de 2015, artículo 2.1.1.2.1.7.
· Corte Constitucional. Sentencia C-274 del 9 de mayo de 2013. M. P.: María Victoria Calle Correa.
· Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 17 de marzo de 2016. Radicación número 2263.
· Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 6 de junio de 2018. Radicación número 2369. C. P.: Óscar Darío Amaya Navas.
· BOBBIO, Norberto. Democracia y secreto. México: Fondo de Cultura Económica, 2013, p. 27.


5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:
La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, se ha pronunciado en diferentes conceptos sobre las modificaciones en los contratos estatales en los Conceptos Nro. C-277 de 21 de junio de 2021, C-644 de 18 de noviembre de 2021, C-755 de 21 de enero de 2022, C-152 de 1 de abril de 2022, C-267 de 5 de mayo de 2022, C-432 de 13 de julio de 2022, C-630 del 29 de septiembre de 2022, C784 del 21 de noviembre del 2022, C-398 del 27 de septiembre de 2023, C-452 del 7 de noviembre de 2023, C-463 del 22 de noviembre de 2023, C-471 del 25 de enero del 2024, C-329 del 22 de agosto de 2024, C-563 del 21 de octubre de 2024, C-903 del 2 de enero de 2024, C-1008 del 30 de enero de 2025, C-308 del 28 de abril de 2025, entre otros. En torno a los anticipos, Colombia Compra Eficiente ha expedido los siguientes Conceptos: C- C-796 de noviembre de 2022, C-825 de diciembre de 2022, C-842 de 2022 de diciembre 2022, C-109 de mayo 2023, C-455 de diciembre de 2023, C-471 de 2023, C-452 de 2023, C-396 de 2023, C-090 de 2024, C-188 del 31 de julio de 2024, C-485 del 2025 entre otros. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual, accede a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos. 
Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion
De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026
Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026
Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica

Aprovechamos la oportunidad para manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 
· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía: 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio): +57 601 7456788
· Línea de servicio y atención al ciudadano: +57 601 7956600
· Página web: www.colombiacompra.gov.co
Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional:
Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente
Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente,
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